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Introducción










			El título de este libro responde a la preocupación creciente, en el mundo jurídico y político, por la proliferación de resoluciones judiciales que inciden de manera desestabilizadora en el normal funcionamiento de los tres poderes que constituyen los pilares del Estado social y democrático de derecho. Comienza a detectarse a partir de la primera década del presente siglo y en algunos casos, las decisiones de los órganos judiciales han llegado a producir derrocamientos, dimisiones o investiduras de Gobiernos.


			En un sistema democrático, las contiendas políticas se dilucidan mediante el debate ideológico que periódicamente se confronta en las urnas. A nadie puede extrañar que algunas veces las tensiones alcancen un nivel inadecuado para las reglas y los principios que deben regir el debate propio de una sociedad democrática pluralista. En tiempos recientes ha interferido en la vida política un protagonista indeseable y que no está llamado, por su papel constitucional, a decantar la lucha por el poder interviniendo con notoria extralimitación de sus funciones. El fenómeno ha alcanzado tales dimensiones que en el mundo de la ciencia política se le ha bautizado con una expresión inglesa: lawfare (contracción gramatical de las palabras law [ley] y warfare [guerra]). Según el Oxford English Dictionary, el término se emplea para definir las acciones judiciales emprendidas como parte de una campaña en contra de un país o de un grupo.


			La judicialización de las contiendas políticas es una realidad que se produce por la concurrencia de dos factores. Por un lado, la iniciativa de los partidos políticos, que deciden instrumentalizar la actividad judicial con denuncias, querellas o demandas; y por otro, la excesiva receptividad de estas pretensiones en algunas sedes judiciales, que no ponen coto a su viabilidad, admitiéndolas a trámite cuando son, a todas luces, injustificables.


			La persecución judicial permite obtener diversos resultados, desde detener indebidamente a los adversarios políticos, paralizar financieramente sus actividades y desprestigiar a los oponentes hasta debilitar o deponer Gobiernos. La guerra judicial, en los casos emblemáticos de Brasil y Bolivia, se relaciona y suele coincidir con lo que se denomina un “golpe de Estado blando”, una forma de acceso indebido al poder político sin utilizar las fuerzas militares, revistiendo la destitución de los gobernantes (Lula da Silva y Evo Morales) con un manto de resolución judicial que se potencia y justifica en los medios de comunicación afines. Como se ha dicho acertadamente, la persecución judicial reemplaza a la guerra.


			Algunas decisiones judiciales, sin llegar a derrocar Gobiernos, socavan el prestigio o la credibilidad de los políticos y de la política. No quiero decir que todas las resoluciones judiciales que afectan a políticos estén impregnadas de este sesgo, solo pretendo llamar la atención sobre el preocupante número de actuaciones judiciales en las que se observa una deriva, estadísticamente comprobada, hacia la incriminación y en algunos casos la condena de personajes políticos de una determinada orientación. Salvo los casos de corrupción, se observan resoluciones judiciales que interfieren en la actividad política de Gobiernos e instituciones, de sectores independentistas y de políticos que podemos situar en el espectro de la izquierda por actuaciones que deben quedar a salvo de la fiscalización judicial.


			Con frecuencia la “guerra judicial” va acompañada de una presión mediática que traslada el campo del debate a toda la sociedad. No me parece beneficioso para la salubridad democrática de un país que se haya asumido, con cierta naturalidad, la instrumentalización de la justicia y la judicialización de la política.


			En las siguientes páginas dedico mi atención al examen de algunos casos judiciales que han tenido una gran relevancia y trascendencia política en nuestro país.









			
CAPÍTULO 1


			
LOS JUECES NO DIRIGEN LA POLÍTICA DE UN PAÍS










			En un sistema democrático ideal, elaborado en el sosiego, la reflexión y el debate suscitado en un seminario de constitucionalistas en una facultad de Derecho, la perfección política que proporciona el sistema de división de poderes tendría que asentarse en el estricto cumplimiento, por cada uno de ellos, de las respectivas funciones que les corresponde. Pero cuando el esquema se proyecta sobre la realidad, se observa, con demasiada frecuencia, que el poder ejecutivo tiene una irrefrenable apetencia de convertirse en el protagonista hegemónico de todo el entramado. No en vano estamos asistiendo paulatinamente a la sustitución de los sistemas parlamentarios puros por sistemas presidencialistas. El legislativo intenta mantener su competencia, si bien teóricamente debería ocupar un lugar prioritario, al ser el depositario y representante de la soberanía popular y ostentar la capacidad de elaborar las leyes que sirven para preservar la convivencia. El poder judicial debería limitarse a su función de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, según el marco de competencias determinado en las leyes y en los tratados internacionales firmados por España. Los jueces tienen la obligación y la responsabilidad de proteger los derechos y libertades reconocidos en la Constitución y evitar que puedan ser restringidos menoscabados o inaplicados. En mi opinión, el peligro del intervencionismo expansivo del poder judicial, aceptando materias que le son ajenas, radica en una interpretación extensiva del sometimiento de todos los poderes públicos al imperio de la ley y de la confusión entre el control de la actividad administrativa del Gobierno, en su faceta de Administración pública, sin distinguirla de la actividad política del poder ejecutivo. Las consecuencias de esta errónea y peligrosa concepción de la potestad jurisdiccional inciden negativamente sobre el equilibrio de poderes y la estabilidad democrática. 


			Es justo reconocer que, en la mayoría de las ocasiones, actúan impulsados no por iniciativa propia, sino activados por los partidos políticos que estiman, según sus cálculos, que les resulta más rentable judicializar cuestiones que no podrían alcanzar por las vías establecidas en los sistemas parlamentarios. Ahora bien, los jueces tienen la responsabilidad de rechazar las pretensiones que exceden del campo de sus competencias e invaden espacios exclusivamente reservados a la confrontación y el debate propio de la vida política. En España este problema está adquiriendo dimensiones preocupantes. Es urgente reconducir la función de los jueces a su específica participación en el tríptico de la división de poderes.


			El poder judicial desempeña un papel esencial para la consolidación del Estado de derecho, pero su actuación no puede ser, al mismo tiempo, un factor que contribuya a su desestabilización. El artículo 1º de la Constitución afirma que España se constituye en un Estado social y democrático de derecho que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político. Nuestro texto constitucional (artículo 117) proclama que la justicia emana del pueblo y que se administra en nombre del rey. Esta última referencia me parece incongruente, en cuanto que si la justicia es una emanación de la soberanía popular, las sentencias deberían estar encabezadas, como sucede en otras democracias, con la fórmula “en nombre del pueblo español”.


			El poder de los jueces se encuentra en una difícil situación de equilibrio entre los otros dos poderes del Estado, el legislativo, legitimado por la soberanía popular y el ejecutivo, que recibe, a su vez, la legitimidad de la soberanía popular a través de su elección o destitución por el poder legislativo elegido por los representantes de la soberanía popular. En principio, la Constitución no es muy precisa a la hora de acotar el ámbito de las competencias del poder judicial al limitarse a declarar en el artículo 117 cuál es el territorio competencial que corresponde a los jueces y tribunales.


			Los que sostienen que no existen actuaciones del poder ejecutivo que no estén sometidas a la ley, es decir, a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico, posibilitan que cualquier decisión pueda ser sometida a la fiscalización de los jueces y tribunales. La regulación del poder judicial como intérprete de la ley, con capacidad para anular cualquier decisión del Gobierno, confiere a los jueces un peligroso y perturbador poder de decisión que les puede llevar a erigirse en un poder superior al de los propios legisladores que elaboran las leyes y a los Gobiernos que dirigen la política civil, militar e internacional del Estado.


			Es cierto que el poder judicial, según la Constitución, está integrado por jueces y magistrados independientes y sometidos al imperio de la ley, por lo que no se puede generalizar la extensión de estas conductas intervencionistas a todo el cuerpo judicial, compuesto, en estos momentos, por más de 5.300 jueces y juezas. Por otro lado, también conviene destacar que en algunas de las decisiones más conflictivas, se pueden encontrar votos disidentes.


			Esta indeseable situación también se ha producido en otros países con sistemas judiciales diferentes. El efecto perturbador ha sido analizado con especial preocupación en el sistema norteamericano, que no ha dudado en calificar y denunciar lo que considera un peligroso activismo judicial. A los que buceamos en el derecho comparado nos ha llamado la atención el fenómeno que se ha producido en el poder judicial en los Estados Unidos de América. Los que han analizado su larga historia han podido comprobar cómo los jueces han tenido la capacidad de desmontar políticas de gobierno tanto liberales como conservadoras.


			En relación con la intervención en asuntos políticos, los jueces, cuando se internan por este dificultoso y pantanoso territorio, deben ser conscientes del terreno que están pisando y de las posibilidades de invadir competencias de los otros poderes del Estado. Por tanto, sin perjuicio de pronunciarse —porque así se lo han demandado los que no dudan en politizar la actividad de los tribunales— están obligados a valorar la necesidad de autorrestringirse y rechazar las peticiones que se quedan fuera del marco de sus específicas competencias.


			En un estudio realizado sobre las sentencias básicas del Tribunal Supremo de los Estados Unidos de América, se llama la atención sobre la dificultosa homologación entre el sistema norteamericano y el sistema continental europeo. El estudio trata de resaltar dos cuestiones que, en cierto modo, están presentes en cualquier resolución judicial, una es el uso y el valor del precedente o de la jurisprudencia, y la otra es la que considero más interesante para esta exposición: el papel del Tribunal Supremo en la vida política y pública norteamericana.


			En mi opinión, la jurisprudencia no es palabra de Dios. Mi admiración por el profesor Rubio Llorente no me impide disentir, en cierto modo, de una frase suya en la que dice que la certeza del derecho y la seguridad jurídica exige que el juez quede vinculado en el futuro por la regla que el mismo creó. Precisamente, el peligro es que el juez se convierta en creador de normas. El Tribunal Supremo norteamericano, y posiblemente también nuestro sistema, está abierto a la posibilidad de flexibilizar y rectificar las líneas de la jurisprudencia convirtiéndolas en un camino para adaptarse al signo de los tiempos o, dicho en los términos que señala el Código Civil, a la realidad social del tiempo en el que las normas deben ser aplicadas.


			Podemos encontrar una muestra de lo que hemos señalado en el libro de Eduard Lambert, constitucionalista francés estudioso del sistema norteamericano: El gobierno de los jueces. Advierte que los jueces, muchas veces, se olvidan del caso concreto que tienen entre manos, tratando de elevarse sobre el mismo para poner en cuestión decisiones que emanan de la política y que corresponden a otros poderes del Estado.






			El mismo autor señala críticamente:


			En el reino del derecho constitucional (los jueces) se complacen en afirmar que no son ellos los que hablan, sino que es la Constitución la que habla por ellos mismos, regulando las disputas sobre las que se admite que la Constitución habla. La Constitución no está constantemente muda, habla muchas veces con una voz tan débil, que únicamente la mayoría simple del tribunal puede escuchar su voz. Sin embargo, las opiniones judiciales raras veces reconocen el hecho patente.






			El profesor Lambert advierte: 


			Mientras los jueces se las den de autómatas, cuando en realidad ellos son los sabios árbitros de la “acción pública” y de las exigencias prácticas, ocultarán necesariamente su sabiduría bajo el manto de un conceptualismo supuestamente vinculante que convierte en confusas muchas de las cosas que, sin él, serían simples y claras. Destaca una cita al profesor Gray tomada de una frase del obispo Hoadley: “Cuando uno tiene autoridad absoluta para interpretar leyes escritas u orales, [se convierte] en legislador, en todos los sentidos y a todos los efectos, y no la persona que las ha escrito o dictado”.






			En los sistemas constitucionales como el nuestro, las dificultades para establecer un verdadero sistema de contrapesos y balanzas radican en que, en definitiva, tanto el texto de la Constitución, de la que es el sumo intérprete el Tribunal Constitucional, como la misma ley constitucional y el ordenamiento jurídico, se encomiendan sin matices a los jueces. Sin embargo, la política interior y exterior, así como la Administración civil y militar y la defensa del Estado, corresponde al Gobierno que ejercerá esta función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes (artículo 97 de la Constitución). Además, la Administración pública sirve con objetividad a los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al derecho (artículo 103 de la Constitución).


			La inmunidad y blindaje de determinadas decisiones de los poderes legislativo y ejecutivo frente a cualquier intento de control por el poder judicial será objeto de atención específica en sucesivos capítulos.


			CÓMO NOSOTROS, LOS JUECES Y JUEZAS, ADQUIRIMOS NUESTRO PODER


			En la mayoría de los sistemas judiciales de nuestro entorno y homologación cultural los jueces y las juezas comienzan a gestarse en las facultades de Derecho. Como decía el lord canciller inglés de la Reina Victoria, Lord Lindhurst, conviene que los que van a desempeñar la función judicial tengan unos conocimientos teóricos del derecho, pero considera que además deben ostentar unos valores, como el sentido común, el equilibrio y el valor necesario para enfrentarse a las presiones exteriores que pretenden influir en sus decisiones. Son condiciones indispensables para que puedan responder a las expectativas y a la confianza que la sociedad ha depositado en ellos.


			La licenciatura de Derecho es, en nuestro país, un requisito necesario para poder optar a la posibilidad de ejercitar una función indispensable para el mantenimiento de la paz social y para que el Estado de derecho se consolide como un pilar fundamental del sistema democrático de un país. Para juzgar y hacer ejecutar lo juzgado se necesitan un cúmulo de condiciones que nacen de su bagaje personal y otras que le proporciona el entramado legal que le protege para erigirse en el tercer poder del Estado. El juez no puede ser un mecánico aplicador del texto de las leyes a los conflictos políticos y sociales que caen en sus manos. Nada más peligroso para la armonía del sistema democrático que un juez o una jueza refugiados en un descarnado positivismo, es decir, aferrado a la letra de ley, renunciando a la posibilidad y a la obligación de aplicar a la resolución de los casos sus valores deontológicos, sus conocimientos culturales y la comprensión de la realidad social en la que ejerce sus funciones.


			Como señala el profesor José Juan Toharia Cortés —en su aportación al trabajo colectivo El oficio de Jurista, dirigido por Luis María Díez-Picazo y editado por siglo XXI—, vivimos en un mundo globalizado en el que los distintos sistemas judiciales, los que nacen de la historia y la cultura anglosajona, y los llamados continentales europeos han llegado a lo que él llama la hibridación. Los sistemas del common law, propios de los países anglosajones, nos han trasvasado las reglas de lo que ellos llaman el debido proceso y nosotros les hemos aportado una visión de los principios generales del derecho que ellos suplían con el precedente jurisprudencial. Hasta que se produjo el Brexit nos desenvolvíamos en un mundo de normas jurídicas emanadas de las instituciones de la Unión Europea que nos obligaban a todos. Precisamente por ello y debido al proverbial sentido elitista de muchos sectores de la sociedad británica, se utilizó su especial idiosincrasia como pretexto para salirse de la Unión Europea, porque consideraban vejatoria e intolerable la sumisión de los tribunales británicos al Tribunal de Justicia de la Unión Europea.


			En este complejo panorama es necesario que nuestros jueces y juezas estén dotados no solo de un conocimiento de nuestro sistema de leyes, sino también de una serie de valores a los que nos hemos adherido voluntariamente firmando los pactos internacionales que hemos incorporado a nuestro ordenamiento jurídico. Por eso es trascendental el sistema de selección de las personas que van a desempeñar la delicada función de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado. Si tomamos como ejemplo los sistemas que nos son más cercanos, fundamentalmente el francés y el italiano, y aprovechamos las experiencias del sistema alemán, podríamos encontrar una fórmula que permitiese seleccionar a las personas que hayan demostrado su capacitación para resolver conflictos políticos y sociales con fórmulas jurídicas.


			El sistema español de oposiciones para acceder a la Escuela Judicial y posteriormente integrarse en el cuerpo judicial es, en mi opinión, el más inadecuado de todos los existentes en el derecho comparado. Todos los que hemos pasado por el trance memorístico-gimnástico del actual sistema de oposiciones somos conscientes de que habría sido mucho más útil la dedicación de las horas encerrados y aislados en casa —para memorizar y encapsular muestra mayor o menor capacidad de retentiva en el tiempo exigido para poder cubrir los sesenta minutos dedicados a cada ejercicio oral—, en la formación y la práctica jurídica, como elemento indispensable para poder ejercer la función judicial. Es cierto que una vez superadas las pruebas, con un cierto parecido a algunos concursos de las televisiones, el contacto con la realidad y el afán de realizar bien el trabajo encomendado nos puede proporcionar una formación jurídica que permite superar la rémora, y en algunos casos el trauma, que ocasiona la tensión de recordar y de contestar antes de que se agote el tiempo, inexorablemente limitado por las reglas de las oposiciones.


			El sistema no es objetivo ni igualitario, como sostienen algunos, sino mecánico y despersonalizado. Supedita el éxito a la capacidad memorística, que según el diccionario de María Moliner consiste en una facultad psíquica con la que se recuerda. Esta capacidad, en muchas ocasiones, está condicionada por el estado físico, por lo que el factor salud también puede intervenir si en el día en que hay que comparecer ante el tribunal de la oposición se sufre de alguna molestia que disminuye la capacidad de desplegar todo aquello que se tiene retenido en la memoria. La memoria es también una parte de la mecánica que incluye aquellos dispositivos que son capaces de retener información y en el mundo tecnológico en el que nos movemos esta se ha extendido a los ordenadores que tienen una capacidad mayor o menor de procesar la información. La memoria no me parece un valor humano que debe acompañar inexorablemente a las personas que pretenden acceder a la función judicial que, no podemos olvidar, es uno de los tres poderes del Estado, que según la Constitución, emanan de la soberanía popular. El poder judicial es una excepción. Emana de las facultades de derecho y de la capacidad de superar los obstáculos de una oposición en la que no importa saber derecho, sino conocer las cápsulas o píldoras que constituyen cada uno de los temas que integran los ejercicios que exige el programa de las oposiciones que hay que superar.


			El número de jueces españoles necesita ser incrementado hasta alcanzar una cifra que nos acerque a los parámetros europeos. Los expertos sostienen que es necesario llegar a 7.000 para situarnos en los niveles adecuados. No discuto el cálculo, pero pienso que el objetivo marcado no solucionará la lentitud de la respuesta judicial si no se cambia de modelo procesal. Hubo un momento, a partir de la publicación de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, en el que el Ministerio de Justicia decidió suplir las evidentes carencias con una desenfrenada política de convocatoria masiva de plazas en la Escuela Judicial con el objetivo de acercarnos a los parámetros europeos.


			Cuando España comenzó a industrializarse, en los años sesenta, hubo que improvisar aceleradamente puestos de especialistas industriales de los que no disponíamos por tener una sociedad mayoritariamente dedicada a la agricultura. No creo que la solución pase, en los momentos presentes, por una especie de frenética leva masiva de licenciados en Derecho, como la utilizada para reclutar legionarios. Hubo años en los que las cifras se acercaban a los 500 opositores.


			Cualquier observador extranjero, especialista o no en la materia, no saldrá de su asombro al comprobar nuestra producción de jueces por año. El sistema de oposición, con la estructura que tiene en la actualidad, se ha mantenido desde hace mucho tiempo con ligeras variantes. En sus principios no existía la Escuela Judicial, que se creó con el loable propósito de proporcionar una mínima formación práctica a los que a ella accedían después de unos ejercicios absurdos, aleatorios y desquiciantes. Todo ello precedido de un tiempo largo, estéril y desmoralizante de esfuerzos titánicos para retener en la memoria un número de temas que llegó a ser de quinientos y que ahora supera los trescientos. El sistema de oposición se ha venido manteniendo con ligeras variantes, oscilando únicamente el número de temas que había que embotellar en la memoria.


			Se me puede objetar que es el mismo sistema que está implantado para los notarios, registradores de la propiedad, abogados del Estado y letrados del Consejo de Estado y de las Cortes, entre otros. La diferencia radica en que, dando por generalizada la barbaridad del memorismo, lo cierto es que en estas oposiciones se convocan muchas menos plazas. Superada la oposición, su tarea es instrumental o consultiva en cuerpos colegiados, lo que les permitirá alcanzar la plenitud de su formación. Además, y el dato no es despreciable, sino muy significativo, a estas oposiciones concurren los mejores expedientes académicos de nuestras facultades de Derecho, que no han sido, por lo general, un modelo que nos sitúe siquiera entre las cien primeras del mundo. Espero que el Plan Bolonia, adaptado con profesionalidad y racionalidad por las actuales estructuras universitarias, pueda mejorar la preparación práctica sin descuidar, como es lógico, la teórica, ampliada más allá de la estricta ciencia jurídica con algunos conocimientos imprescindibles de sociología, psicología y criminología.


			El sistema de acceso a una función pública, tan relevante y crucial para el Estado de derecho como es la de juzgar, puede ser diferente según los países, pero como denominador común es inexcusable la existencia de igualdad de oportunidades en un concurso o examen público que permita una selección objetiva y libre de influencias políticas. Estos presupuestos se cumplen en España, aunque el método, como venimos sosteniendo, sea aberrante.


			Es curioso que los sectores más conservadores de la judicatura lo defiendan a ultranza por considerarlo más igualitario. No dudan en afirmar que solo de esta manera el hijo o la hija de un portero pueden acceder a la función judicial. Me gustaría hacer unas precisiones. En primer lugar, ha tenido que acceder a una facultad de Derecho para obtener la licenciatura, con gran esfuerzo económico de su familia, sin descartar ayudas estatales. En la facultad puede conseguir un brillante expediente académico, lo que seguramente le inclinará a rentabilizar sus capacidades accediendo a oposiciones jurídicas bien remuneradas o a otras que no tengan incompatibilidades tan drásticas como la judicatura. En todos los casos, sus padres tienen que seguir proporcionándoles sustento y pagar a los preparadores de oposiciones durante algunos años.


			Si deciden optar por la función judicial, sus posibilidades son mínimas si no tienen gran capacidad de memorizar absurdamente materias irrelevantes, como los censos y otras exóticas instituciones que perduran en los programas, en detrimento, por ejemplo, del derecho constitucional. El vástago de un portero de finca urbana con inteligencia tiene infinitamente más posibilidades de ser ingeniero aeronáutico que juez. Decir que existe igualdad en un examen en el que juega un papel determinante el azar es una flagrante contradicción. En cuanto a la equidad y la justicia, el método permite, con ciertas dosis de suerte, aprobar el examen memorizando solo la mitad del programa e incluso arriesgarse y dominar un tercio. El sorteo lo decide todo, como en la lotería. ¿Es este un sistema democrático, igualitario, objetivo y justo? Después de haber perdido mucho tiempo, por fin parece que se va a racionalizar el sistema de acceso a la función judicial adoptando métodos que hace tiempo se vienen utilizando en países de nuestra cultura jurídica e incluso han conseguido instaurarse en Latinoamérica en donde los nombramientos eran exclusivamente políticos.


			El Consejo General del Poder Judicial ha formado un grupo de estudios para modificar el sistema de acceso a la carrera judicial. En todo caso, estamos abocados a su inmediata modificación al desaparecer las licenciaturas en Derecho y ser sustituidas por grados, másteres y doctorados. Sus contenidos serán determinantes para evaluar la capacidad de acceso a la oposición. Es revelador e interesante el análisis socioeconómico que realiza el estudio al proporcionarnos el dato de que en los últimos diez años el número de licenciados en Derecho que se presenta a oposiciones ha oscilado en torno al 5%. Ha alcanzado los mínimos, en torno al 4%, en los años de crecimiento económico y a partir de la crisis ha ascendido hasta el 7,5 %. Como puede verse, acceder a un poder del Estado tan determinante como el que tienen los jueces y tribunales en una democracia se ha convertido en una especie de colchón o refugio frente a la intemperie de la crisis.


			En el estudio se propone que el acceso esté condicionado a la simple mayoría de edad, lo que parece que debe ser corregido, porque una cierta maduración jurídica es necesaria: ser español, haber obtenido el grado de Derecho y un máster (se mantiene la licenciatura para los que hayan seguido otros planes de estudio). Estoy plenamente de acuerdo con los valores que considera indispensable para ser juez constitucional: conocimientos jurídicos, competencia profesional y sensibilidad social, dentro de una selección basada en el mérito, la capacidad, la objetividad y la transparencia. En mi opinión no se debe tener en cuenta si el periodo de preparación de unos cinco años es mucho o es poco, la cuestión radica en permitir el acceso a los que hayan demostrado una formación jurídica previa, que hoy día es una absoluta incógnita y en la realidad, bastante deficiente, según me cuentan diversos miembros de tribunales de oposiciones.


			El diseño que propone el estudio me parece acertado. Según el protocolo, se partiría de la acreditación de competencias técnicas que estarían basadas en un conocimiento sólido de los conceptos e instituciones básicas del ordenamiento jurídico, en concreto derecho constitucional, de la Unión Europea, civil, penal y procesal. Ello implica dominio del derecho positivo, doctrina, jurisprudencia y relación entre diferentes institutos y su entronque con los principios generales del ordenamiento definidos constitucionalmente.


			También se debe tomar en consideración la capacidad de poner en práctica dichos conocimientos. Su valoración solo puede alcanzarse sometiendo a los aspirantes a diversos casos prácticos que, además, revelarían su capacidad de expresión escrita con corrección gramatical, de manera comprensible y con rigor jurídico, garantizando la eficacia comunicativa y los principios de coherencia y cohesión de los textos. Asimismo, se requiere capacidad para manejar con destreza y eficacia equipos informáticos, en concreto, procesadores de texto y bases de datos. Estos planteamientos generales me parecen imprescindibles para valorar la capacidad de juzgar.


			El juez no es una máquina de aplicar la ley, es un ser que debe utilizar la inteligencia y el análisis, por tanto, deberían comprobarse el razonamiento analítico y sintético.


			Yo pienso que se debería buscar el equilibrio entre los derechos confrontados y demostrar capacidad de empatía, de transmitir serenidad y buscar alternativas al conflicto. En definitiva, estos valores nos permiten evaluar el factor humano que acompaña a todas las personas. Un juez debe ser un buen comunicador; para ello, resulta indispensable conocer su capacidad de expresión y transmisión verbal. El juez es, además, un agente social, lo cual le obliga a conocer y comprender la realidad social de su ámbito de actuación, la información sobre la actualidad y el entendimiento de las relaciones institucionales y sociales.


			En relación con esta cuestión, debe tenerse en cuenta que el Pacto de Estado para la Reforma de la Justicia, de 2001, propuso que la selección del juez debería realizarse mediante “[…] pruebas que complementen los temarios con disciplinas que se estimen complemento necesario para el ejercicio de la función judicial. Las pruebas deberán permitir valorar la cultura, madurez y capacidad de argumentación del aspirante”. Mientras se produce el cambio, la solución adoptada es absolutamente disparatada. 


			Un dato que nos debió llevar a la reflexión: en el año 2010 se convocaron unas 350 plazas para soldados y marineros, y 270 de policías nacionales. Justificar que en ese año se convocaron 400 plazas de jueces y fiscales me parece una tarea imposible. 


			Se puede conciliar la necesidad de cubrir el déficit actual de jueces con políticas transitorias que permitan implantar el nuevo sistema con la convocatoria de un número racional de plazas de jueces. Ahora que se habla tanto de las políticas de prolongación de las edades de jubilación, impulsadas por la Unión Europea, creo que se debe atender esa propuesta y ordenar el deficiente panorama actual con políticas razonables y racionales que mantengan un número suficiente de jueces y fiscales, y unas convocatorias basadas, en la seriedad, fiabilidad y garantía de la selección.


			INDEPENDENCIA, INAMOVILIDAD 
Y RESPONSABILIDAD DE LOS JUECES


			Algunas definiciones que se encuentran en los diccionarios sobre el concepto “independencia” no son trasladables a lo que debe entenderse por independencia judicial. Algunas acepciones son absolutamente incompatibles y contraindicadas. Según el diccionario de María Moliner, en una de sus acepciones, independencia se aplica a la persona que mantiene sus propias opiniones y no se deja influir por las de otros. Una persona inflexible supondría un serio peligro para el equilibrio, ponderación y ecuanimidad que debe tener un juez. Además de estos valores que deben adornar la condición de los que tienen en sus manos la delicada misión de juzgar, el sistema debe disponer de una red de protección, tejida con los instrumentos legales necesarios para ponerlo a salvo de presiones que puedan perturbar su indispensable serenidad de ánimo para enjuiciar la cuestión que le ha sido encomendada.


			El Código Penal solo puede ofrecer protección contra agresiones burdas y afortunadamente fuera de la normalidad. Es delito atentar contra la independencia de los jueces o magistrados dirigiéndoles instrucciones, órdenes o intimaciones relativas a causas o actuaciones de las que estén conociendo. Los ataques a la independencia judicial, en el mundo en el que actualmente vivimos, proceden de otras fuentes que tienen su origen en las relaciones institucionales y en los ataques de los medios de comunicación. Vuelvo a citar a Lord Lyndhurts, lord canciller, transcribiendo su definición de las cualidades de un juez: “Debía ser ante todo una persona con una gran capacidad de raciocinio y empatía y sobre todo con una gran dosis de valor” y añadía, sarcásticamente, que si además sabía un poco de derecho le sería muy útil.
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